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DERECHO DE PETICIÓN / SOLICITUDES ELEVADAS POR MEDIO DEL CORREO ELECTRÓNICO DEL MINISTERIO DEL INTERIOR / NO EXISTE VULNERACIÓN. “Surge de tales pruebas que la entidad demandada contestó la petición elevada por el actor y lo hizo antes de la fecha en que promovió la acción, por medio de comunicación enviada al correo electrónico a través del cual el actor la formuló, motivo por el que no puede considerarse vulnerada la garantía cuya protección invoca con fundamento en los hechos en que la sustentó, concretamente en la falta de respuesta a su solicitud del 6 de octubre último. En cuanto a la solicitud de 27 de octubre de 2016, dirigida por el demandante al Presidente y al Ministerio del Interior (…) tampoco se evidencia lesión alguna al derecho de petición como quiera que para el 10 de noviembre de este año, fecha en que se presentó la tutela, aún no había vencido el término de quince días para resolverlo. En esas condiciones, se negará la tutela solicitada. ”. 

Citación jurisprudencial: CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-556 de 2013.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

        Magistrada ponente: Claudia María Arcila Ríos

        Pereira, noviembre veintidós (22) de dos mil dieciséis (2016)

        Acta No. 551 de 22 de noviembre de 2016

Expedientes No. 66001-22-13-000-2016-01053-00 
Decide esta Sala en primera instancia la acción de tutela instaurada por el señor José Arquidio Guerra Montero contra el Presidente de la República, a la que fue vinculada el Ministro del Interior.

A N T E C E D E N T E S

1. Expresó el actor que el 6 de octubre de este año presentó derecho de petición ante la Presidencia de la República, por intermedio de correo electrónico dirigido al Ministro del Interior. A la fecha no ha recibido respuesta alguna.
2.- Pretende, para proteger esa garantía constitucional, se ordene a la autoridad demandada responderle de fondo y concretamente la solicitud elevada.

ACTUACIÓN PROCESAL

1. Mediante proveído del pasado 11 de noviembre se admitió la acción, se ordenó la vinculación del Ministerio del Interior y se requirió al actor para que aportara copia del derecho de petición que remitió el 6 de octubre pasado.

2. Dentro del trámite se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 El Presidente de la República, por intermedio de apoderada, solicitó denegar la tutela ya que mediante oficio 16-00100309 de 27 de octubre último, asesora de la oficina del Alto Comisionado para la Paz dio respuesta a la solicitud elevada por el actor. 
En cuanto a la petición elevada por el demandante el 27 de octubre, remitida por la Coordinadora del Grupo de Servicio al Ciudadano del Ministerio del Interior, indicó que fue direccionada a la citada oficina del Alto Comisionado para la Paz, la cual, a pesar de que aún no ha vencido el término para responderla, ya se pronunció por medio de oficio 16-00108754 de 17 de noviembre de 2016.
2.2 El Jefe de la Oficina Jurídica del Ministerio del Interior manifestó que de conformidad con lo señalado por la Coordinadora del Grupo de Correspondencia de esa entidad, dentro del periodo comprendido entre el 6 de octubre y el 9 de noviembre de este año, no aparecen radicadas solicitudes a nombre del señor José Arquidio Guerra Montero, allegadas por la Presidencia de la República, la Gobernación de Risaralda, la Central Unitaria de Trabajadores o por él mismo; por su parte la Coordinadora del Grupo de Servicio         al Ciudadano indicó que “llegó un derecho de petición del         señor Arquidio Guerra Montero desde el correo copiasycopias16@hotmail.com el día 28 de octubre de año en curso; el cual fue radicado por mesa de entrada de la Subdirección Administrativa y Financiera y remitida por el Grupo de Servicio al Ciudadano del Ministerio del Interior a la Presidencia de la República… por ser tema de su competencia, y que del traslado que se le dio al derecho de petición del 28 de octubre de 2016, se informó en la misma fecha al peticionario en los términos del artículo 21 del CPACA.” Pidió negar el amparo, por inexistencia de la vulneración.  
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Considera el actor lesionado su derecho de petición, toda vez que no ha obtenido respuesta a la solicitud que elevó a la Presidencia de la República, por intermedio del correo electrónico del Ministerio del Interior.
3. Ese derecho está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política y es catalogado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las peticiones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución. 

La demora en responder o incluso las respuestas evasivas, vagas, contradictorias y en general las que no resulten concretas y por ende, impidan al interesado acceder a la información que solicita o cuando la respuesta lo desoriente o cause incertidumbre respecto a las inquietudes que procura aclarar, violan tal derecho. Así lo ha decantado la jurisprudencia constitucional:

“Dentro del marco citado, el derecho de petición se concreta (i) en la posibilidad que tiene cualquier persona de presentar peticiones ante las autoridades; (ii) en la obligación correlativa de las autoridades de emitir una respuesta pronta, clara, completa y de fondo a las solicitudes que le sean presentadas; y (iii) en la consecuente obligación de las autoridades de comunicar de manera oportuna a los peticionarios su respuesta. Igualmente debe anotarse que el derecho de petición guarda un vínculo de conexidad con otros derechos de igual relevancia como el derecho a la información y a la libertad de expresión.

“4.2. La jurisprudencia constitucional ha establecido que el núcleo esencial del derecho fundamental de petición comprende los siguientes cuatro elementos:

“(i) la posibilidad cierta y efectiva de presentar, de manera respetuosa, solicitudes ante las autoridades, sin que éstas se nieguen a recibirlas o tramitarlas;

“(ii) la facultad de obtener una resolución pronta y oportuna de la cuestión en los términos consagrados en la ley;

“(iii) el derecho a que sea resuelta de fondo, de manera clara, precisa y congruente con lo solicitado y

“(iv) la pronta comunicación al peticionario acerca de la decisión o información requerida.

 “…

“4.3 Resulta igualmente importante señalar que la jurisprudencia constitucional ha sido reiterativa en señalar que para que el derecho de petición sea efectivamente respondido, la respuesta al mismo ha de ser (i) suficiente, cuando quiera que resuelva materialmente la petición y satisfaga los requerimientos del solicitante, sin que por ello excluya la posibilidad de que la respuesta sea negativa a las pretensiones del peticionario; (ii) efectiva, si soluciona el caso que se plantea y (iii) congruente si existe coherencia entre lo respondido y lo pedido, lo que supone que la solución o respuesta verse sobre lo preguntado y no sobre un tema semejante o relativo al asunto principal de la petición, sin que se excluya la posibilidad de suministrar información adicional que se encuentre relacionada con la petición propuesta. De esta manera, solo se entenderá que el derecho de petición se encuentra garantizado cuando la respuesta al requerimiento hecho por el particular cumple con los anteriores aspectos.”
. 

4. La ley 1755 de 2015, “Por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, dice en el artículo 13 que toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución; el 14 dice que  salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince días siguientes a su recepción y el parágrafo de la misma norma dice que cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término señalado en la ley expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto.
5.- Se encuentra acreditado que el señor José Arquidio Guerra Montero suscribió solicitud con fecha de 6 de octubre de 2016 dirigida al Presidente de la República y a los comisionados designados por el Gobierno para negociar la paz “en la Habana Cuba con la guerrilla de las FARC”, en la que solicita: se respeten los acuerdos de paz suscritos en la ciudad de Cartagena y los tratados internacionales sobre defensa de los derechos humanos; hacer valer y respetar su refrendación aprobada por más de siete millones de ciudadanos que votaron “POR EL SI (sic)”; en su calidad de exmilitante de la Unión Patriótica, dirigente sindical y promotor de una nueva constituyente, pide se reconozca un salario mínimo a los campesinos por valor de $900.000 y que el peso colombiano se estabilice con el dólar, no efectuar más reformas tributarias, “NO permitir que el gobierno nacional de Colombia no permita el consumo de sustancias coactivas toxicas (sic) a ninguna persona, porque esto genera violencia y destrucción” y garantizar los derechos a la vida, la vivienda, el agua potable y la educación de la población
.
Teniendo en cuenta que no se aportó prueba de la remisión de ese escrito por correo electrónico, que dice el actor fue el medio utilizado para elevar la solicitud, esta Sala lo requirió para que la incorporara. Con tal fin, anexó copia de la imagen de la página de un correo electrónico, en la que se alcanza a leer que fue remitido desde saiteletp4@gmail.com a servicioalciudadano@mininterior.gov, con dos archivos adjuntos y que fue titulado como “referencia a los acuerdos aprobados y firmados en Cartagena (sic) entre la guerrilla de las farc (sic) y gobierno nacional”. No se puede distinguir la fecha del envío
.

También está demostrado que mediante oficio de 27 de octubre de 2016, remitido al correo saiteletp4@gmail.com, Asesora Jurídica de la Oficina del Alto Comisionado para la Paz, informó al actor que en el marco del Diálogo Nacional por la Paz, iniciativa impulsada por el Presidente de la República luego de conocidos los resultados del plebiscito del 2 de octubre, a la fecha se han recibido diferentes comentarios y propuestas los cuales están siendo “sistematizados y estudiados para la discusión de ajustes y precisiones al Acuerdo que adelantan el Gobierno Nacional y las FARC-EP”; “agradecemos los aportes que ha hecho llegar a través del escrito que amablemente nos allega”; y que el Gobierno Nacional reitera su compromiso de atender todas las manifestaciones de los distintos sectores de la sociedad, para obtener los elementos de juicio que permitan lograr la paz lo más pronto posible
.

6. Surge de tales pruebas que la entidad demandada contestó la petición elevada por el actor y lo hizo antes de la fecha en que promovió la acción
, por medio de comunicación enviada al correo electrónico a través del cual el actor la formuló, motivo por el que no puede considerarse vulnerada la garantía cuya protección invoca con fundamento en los hechos en que la sustentó, concretamente en la falta de respuesta a su solicitud del 6 de octubre último.

7. En cuanto a la solicitud de 27 de octubre de 2016, dirigida por el demandante al Presidente y al Ministerio del Interior para que le suministraran apoyo y ayuda humanitaria para trasladarse a Ecuador, donde se instalarán los diálogos de paz con el ELN con el fin de participar en ellos
, aunque bastaría con decir que la misma no puede ser objeto de análisis por esta Sala pues en el escrito de amparo el actor expresamente señaló que la vulneración a su derecho de petición se originó por la falta de respuesta a la solicitud de 6 de octubre, sin que hiciera alusión a aquella
, de todas formas tampoco se evidencia lesión alguna al derecho de petición como quiera que para el 10 de noviembre de este año, fecha en que se presentó la tutela, aún no había vencido el término de quince días para resolverlo
.

8.- En esas condiciones, se negará la tutela solicitada.

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

1.- Negar la tutela solicitada por el señor José Arquidio Guerra Montero contra el Presidente de la República, a la que fue vinculada el Ministro del Interior.
2.- Notifíquese esta providencia a las partes en la forma prevista por el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
3.- De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme lo dispone el artículo 32 del referido decreto.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados,

            CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



(ausente con causa justificada)



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Corte Constitucional. Sentencia T-556 de 2013. M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez.


� Folios 2, 3 y 4


� Folio 15


� Folios 21 vuelto y  22


� La cual, según el acta individual de reparto, fue interpuesta el 10 de noviembre de este año


� Folio 5


� Además cuando se le requirió para que aportara la prueba del envió de la misma trajo copia del correo electrónico en el que se refiere únicamente a los acuerdos de paz con las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia, mas no con el Ejército de Liberación Nacional


� A ello cabe agregar que la administración ya emitió una respuesta, visible a folio 32 y 33, en la que informa la imposibilidad de acceder a la solicitud por la no instalación de la mesa de negociaciones en Ecuador, mas no existe prueba de que a la fecha haya sido puesta en conocimiento del actor.
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